Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 55.) 


-Damos la bienvenida al profesor Carlos Delpiazzo. Esta Comisión Especial, integrada por 
Senadores y Diputados, tiene como fin estudiar los temas relativos a la Inteligencia de Estado. Fue 
instalada a fines de 2011 y sesionó durante 2012. Luego se definió un grupo para que atendiera las 
diferentes iniciativas que existían en la materia. Ese grupo trabajó durante 2012, y recientemente 
terminó de realizar un borrador de un anteproyecto, que ahora está a consideración de la Comisión 
Especial. 


Queremos contar con la opinión de algunos académicos que permanentemente han 
colaborado con nuestro trabajo, tanto en la Cámara de Representantes como en el Senado. Desde ya 
agradecemos al doctor Delpiazzo. 


En primer lugar, queremos conocer su opinión sobre el texto, más allá de las generalidades 
que entienda necesario destacar y, en segundo término, las sugerencias con respecto a las eventuales 
formas de encarar las observaciones que existan con respecto al material que le fue entregado. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Agradezco la deferencia que hacen al considerar que mi opinión puede ser útil 
para el trabajo de esta Comisión. Confieso que me da tranquilidad la introducción que ha realizado el 
señor Presidente, señalando que se trata de un borrador. 


Quería introducir esta breve exposición señalando que, como lo expuse cuando acepté la 
invitación, la materia de fondo que motiva este proyecto es difícil y poco trabajada desde el punto de 
vista del derecho, en la cual no me considero en modo alguno un especialista. La mayor parte de los 
comentarios que voy a formular son estrictamente jurídicos, más bien de la técnica jurídica involucrada 
en el proyecto, y tienen el propósito de ayudar a su mejora. Quiero subrayar esto porque de lo contrario 
podría parecer hasta agresivo el hecho de que cuestione el empleo de algunas palabras o sugiera la 
sustitución de ciertos nombres, etcétera. Me da mayor tranquilidad saber que estamos trabajando 
sobre un borrador. Desde ya adelanto que en todo lo que esté a mi alcance estoy a disposición para 
colaborar en una redacción sustitutiva, avanzada o mejorada de la iniciativa. 


Los comentarios que voy a hacer refieren a algunas cuestiones jurídicas y de técnica jurídica, 
y voy a seguir el orden del articulado del proyecto. Comienza con el Título | "De la actividad de 
Inteligencia". En el artículo 1% hago un primer señalamiento de carácter general: el uso reiterado de la 
palabra "organismos". Esta expresión se repite luego en el Título V y también en los artículos 2", 5%, 79, 
8%, 10, 11, 19, 21, 22, 23 y 25. En el artículo 9” se usa una expresión parecida: "componente orgánico". 
Es bueno y útil distinguir que en nuestro derecho, tradicionalmente, la palabra "organismo" se reserva 
para identificar a los entes públicos estatales personificados, como por ejemplo un Gobierno 
departamental o un ente autónomo. En cambio, una repartición de la Administración, sea centralizada o 
descentralizada, que tiene la potestad de dictar actos administrativos, en rigor es un órgano. En cuanto 
al fondo, no me consta si todas las dependencias que van a integrar el Sistema de Inteligencia son 
órganos, es decir, si tienen o no la potestad de dictar actos administrativos. Tengo claro que, en ningún 
caso, son organismos, es decir que no tienen personería jurídica. Pertenecen a la organización del 
Ministerio de Defensa Nacional o del Ministerio del Interior o de la dependencia del Poder Ejecutivo que 
se trate. Aquí hay un aspecto que me parece importante tocar. En el tercer inciso del artículo 1% 
también se habla de lineamientos estratégicos y objetivos generales de la Política Nacional de 
Inteligencia. En otros artículos también se emplean las expresiones "lineamientos" y "principios". Sin 
embargo, cuando se enumeran, en algunos casos a lo mismo se lo llama lineamiento, principio u 
objetivo. En realidad, me parece que se mejoraría enormemente la técnica de este párrafo si 
simplemente se dijera que el Poder Ejecutivo fijará la política. Esa política luego se va a ajustar a 
determinados principios sobre los que la ley abunda más adelante. Desde la reforma constitucional de 
1966 al Poder Ejecutivo se le han atribuido poderes jurídicos destinados, precisamente, a fijar las 
políticas sectoriales y después a orientarlas, es decir a controlar que, efectivamente, esas políticas que 
diseñó se cumplan. Por lo tanto, sugeriría eliminar en este artículo esa referencia a lineamientos y 
objetivos, y simplemente expresar que el Poder Ejecutivo fijará la Política Nacional de Inteligencia. 


Hay que observar aquí una cuestión en la que puede lucir una contradicción con el literal a) 
del artículo 11, donde se establece que la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado deberá: 
"Formular el Plan Nacional de Inteligencia, para conocimiento y aprobación de la Presidencia de la 
República". En rigor, el que fija la política es el Poder Ejecutivo y no la Presidencia de la República. El 
Presidente de la República integra el Poder Ejecutivo. En nuestra doctrina es discutido si el órgano 
Presidencia de la República, que encarna la jefatura del Estado, integra o no el Poder Ejecutivo. 
Autores de la jerarquía de Cassinelli Muñoz dicen que la Presidencia de la República no integra el 
Poder Ejecutivo. Según los artículos 149 y 168, el que integra el Poder Ejecutivo es el Presidente en 
acuerdo con el Ministro o Ministros respectivos. No dice que el Poder Ejecutivo será ejercido por la 
Presidencia de la República y los Ministerios. Dice que será ejercido por el Presidente, que a la vez es 
el titular del órgano Presidencia. Aquí hay una inconsecuencia: es el Poder Ejecutivo el que debe fijar la 
política respectiva, y ahí hay que coordinar el artículo 1* con el literal a) del artículo 11. 


En el artículo 3%, siguiendo una técnica relativamente novedosa, sobre todo de origen 
anglosajón, se incluyen definiciones. No estoy en condiciones de juzgar el acierto o el desacierto de 
estas definiciones. He visto que algunas de ellas se parecen a algún texto de derecho comparado -lo 
he podido cotejar en estos días-, como la ley argentina o la ley colombiana. En realidad, en materia de 
Inteligencia esta última es la más moderna, dado que se aprobó recientemente y se promulgó este año. 
Ambas normas tienen definiciones. El problema técnico aquí es que no es de resorte del Legislador 
definir, y cuando lo hace tiene, por un lado, la ventaja de dar claridad al alcance que a las disposiciones 
de la ley se le pretenden dar pero, por otro, también tiene como inconveniente la congelación de esa 
definición. Por provenir de una norma de rango legal, si luego es necesario adecuarla o ajustarla se 
necesita el dictado de otra ley. Entonces, es importante definir, desde el punto de vista jurídico, cuál es 
el alcance de la Política Nacional de Inteligencia. Hay que llenar de contenido esa expresión. No estoy 
seguro de que para ello se necesite todo este largo conjunto de definiciones que incluyen no solamente 
la Inteligencia, con los calificativos que se le agregan, sino también canal técnico, fuentes, fuentes 
abiertas, fuentes cerradas, etcétera. Francamente, no sé si es conveniente que se incluyan y adquieran 
la rigidez que deriva de su aprobación en un acto con valor y fuerza de ley. 


En el artículo 4%, en relación con lo que señalé al referirme al tercer inciso del artículo 1%, se 
distingue entre principios y lineamientos, pero si se mira bien, entre los lineamientos se incluyen 
principios. El artículo establece: "Las tareas de Inteligencia se desarrollarán bajo los principios de 
protección y defensa de los intereses estratégicos nacionales" -ese no es un principio; en todo caso es 
un objetivo o una finalidad de la política- "así como los siguientes lineamientos: oportunidad, 
coordinación, eficacia" -este es un principio en la Constitución-, "especialización" -también es un 
principio-, "reserva, secreto" -esto puede ser un principio-, obediencia, anticipación, excepcionalidad, 
cooperación y objetividad". Este último es un principio. Entonces, si vemos el juego de las palabras 
"principios" y "lineamientos" en el artículo 4%, y luego miramos el 5%, allí se establece: "Para la 
recolección y tratamiento de la información, los organismos que integran el Sistema Nacional de 
Inteligencia deberán ajustar su actuación a los siguientes principios". Aquí otra vez se incluye la 
eficacia, que en el artículo anterior se dijo que era un lineamiento. Es fácil superar estas divergencias 
conceptuales y terminológicas señalando en el artículo 4% que las tareas de Inteligencia se 
desarrollarán tendiendo, por ejemplo, "a los siguientes objetivos y de acuerdo a los principios que se 
enuncian en el artículo siguiente". De ese modo se supera la diferencia entre lineamiento, principio y 
estrategia, y se va a la enumeración. Es útil que los principios sean explicitados. Los principios 
generales -como se enseñaba desde hace más de un siglo- son regla de derecho per se, no necesitan 
estar escritos. La igualdad es un principio general y es una regla de derecho, aunque no esté escrita en 
ninguna norma. 


Por otra parte, el artículo 8% de la Constitución señala que todos somos iguales ante la ley. A 
nadie se le ocurriría decir que no lo somos ante un reglamento o una sentencia. Lo que el constituyente 
hizo fue explicitar el principio de igualdad, que está por encima de la Constitución. Los principios 
-enseña Mariano Brito- son como los cimientos del edificio: no los vemos, pero allí están. Si no 
estuvieran, no aguantarían las paredes y el resto del edificio, que es todo el sistema jurídico. 


Cuando el Decreto de Procedimiento Administrativo explicita principios, no quiere decir que 
tengan rango reglamentario. Esta norma los explicita en su alcance y, en ese sentido, el artículo 5% es 
útil porque con referencia al objeto de esta ley refiere al principio cardinal de todo el ordenamiento: la 
juridicidad -aquí la llaman legitimidad-, la eficacia, la legalidad, la necesidad y la diseminación. Tengo la 
duda de que el financiamiento sea un principio. En realidad, toda actividad del Estado requiere de un 


financiamiento, y ese financiamiento no es un principio. No veo que sea materia propia de este artículo, 
aunque su contenido es correcto. 


El Título ll del proyecto se denomina: "Del Sistema Nacional de Inteligencia". En el artículo 8% 
se habla de organismos y en el artículo 9% de componentes orgánicos, tema al que ya aludí. En rigor, 
este Título ll refiere a la organización del Sistema Nacional de Inteligencia y es muy coherente. La ley 
empieza, en el Título |, refiriéndose a la actividad, y sigue en el Título ll, refiriéndose a la organización. 
La actividad y la organización son los dos pilares fundamentales del Derecho Administrativo. En ese 
sentido, sería lógico que el Título 1!l, que refiere a la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado, 
no fuera un título aparte sino que quedara incorporado dentro del Título ll que refiere al Sistema 
Nacional de Inteligencia y dentro del cual se va a crear este órgano. 


El artículo 10, desde el punto de vista de la técnica jurídica, merece algunos comentarios en 
su redacción y concepción. En primer lugar habla de organismo desconcentrado, que no existe. 
Normalmente, cuando en nuestro Derecho una porción de la Administración se convierte en organismo, 
se lo descentraliza. Lo que son desconcentrados son los órganos de un sistema centralizado en el cual 
no se rompe el vínculo jerárquico, como claramente no se puede romper en un Sistema de Inteligencia. 
Entonces, aquí debería ser claramente un órgano desconcentrado. 


Luego señala que será dependiente de la Presidencia de la República. Aquí hay un tema 
político institucional de fondo. La Presidencia de la República, en la Constitución, es un órgano de 
competencia cerrada. El Constituyente ha querido que la competencia de la Presidencia sea solo la 
que la Constitución incluye, con una excepción. Cuando en el artículo 230 el Constituyente crea la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la ubica como dependencia de la Presidencia de la 
República, dice que la ley podrá ampliar los cometidos de dicha Oficina. Por ahí, indirectamente, se 
abre la competencia de la Presidencia. 


Los señores Legisladores recordarán que cuando se creó la Unidad Reguladora de Energía 
Eléctrica primero y la Unidad Reguladora de Energía y Agua después, y la Ursec por copia de la 
Unidad Reguladora de Energía y Agua, se las ubicó en el ámbito de la OPP. Lo que se quería era que 
esas oficinas, que claramente tienen un rol regulatorio y de control, tuvieran -entre comillas- "una 
independencia política de los Ministros sectoriales". Entonces, para darle la autonomía técnica en toda 
su dimensión a estas reparticiones se las ubicaba en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Eso 
después fue modificado y, actualmente, las Unidades Reguladoras prácticamente no son reguladoras 
sino agentes controladores del Poder Ejecutivo, se vinculan con los Ministerios sectoriales. Esa 
realidad cambió totalmente y no es el momento de analizar ese punto ni de calificarlo. 


Observen que la Secretaría de Inteligencia no se ubica en el ámbito de la OPP. Se ubica 
como una dependencia más de la Presidencia de la República. Esto es política e institucionalmente 
inadecuado no solo por la limitación que la Constitución tiene a la competencia de la Presidencia de la 
República sino porque sustrae el cometido de Inteligencia al control político parlamentario, que es el 
último control en nuestro sistema constitucional que el Parlamento tiene sobre los Ministros, pero no 
sobre el Presidente de la República. 


Aquí hay un aspecto a señalar. Me consta que esta cuestión se discutió cuando se dictó el 
decreto creador de Inteligencia y el artículo de la Ley N* 17.930, que es el antecedente en 
cuanto a la implantación en el ámbito de la Presidencia de la República que, jurídicamente, es 
reprochable y que vale la pena que la Comisión examine en su proyección, repito, político-institucional. 


Respecto al artículo 11, además de que emplea al menos en tres oportunidades la palabra 
"organismo", ya hice el señalamiento de que la política -independientemente de cuál sea la 
implantación que se le dé conforme al artículo 10 a la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado- 
la fija el Poder Ejecutivo. Aquí no hay ninguna duda de que la aprobación no correspondería nunca a la 
Presidencia de la República aunque el artículo 10 se mantuviera tal como está, según la decisión de la 
Comisión al respecto. 


Me permitiría señalar una curiosidad -diría- respecto al penúltimo párrafo del artículo 11; es 
un aspecto interesante que han tenido en cuenta los redactores del proyecto y que, de aprobarse así, 
implicaría un reconocimiento explícito por parte del Parlamento Nacional en cuanto a que la 


información a recabar por la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado, será la que estime 
necesaria de los organismos estatales, pero no solo de ellos, sino también de "(...) las personas 
públicas no estatales o personas jurídicas de derecho privado cuyo capital social esté constituido, en 
su totalidad o en parte, por participaciones, cuotas sociales o acciones nominativas propiedad del 
Estado o de personas públicas no estatales". 


A mí me parece muy bien que esto se incluya, pero hay que tener en cuenta que mientras no 
se apruebe alguno de los proyectos de ley que están en el ámbito de las dos Cámaras del Parlamento, 
estas entidades, las personas jurídicas de derecho privado cuyo capital es total o parcialmente estatal, 
carecen de control: no están sometidas al control del Tribunal de Cuentas, ni menos -obviamente- al de 
la Auditoría Interna de la Nación ni al de nadie. Este es un problema, porque este fenómeno que la 
doctrina española ha llamado de la "instrumentalización de la personería jurídica de entidades privadas 
al servicio del Estado", tiene hoy un centenar de ejemplos en nuestro derecho positivo. Hay alrededor 
de un centenar de sociedades anónimas, propiedad total o parcial de entes autónomos, de servicios 
descentralizados o del propio Poder Ejecutivo. Y estas instituciones, estos entes instrumentales, al no 
tener control, generan un montón de problemas jurídicos, sobre todo de responsabilidad, y muchas 
veces los Jueces finalmente se ven obligados a aplicar la teoría del "disregard", u otra similar, para 
traer al Estado al pleito como titular de esa sociedad anónima. En rigor, se trata de una sociedad 
anónima con una personalidad jurídica independiente, pero sus Directores son nombrados por el 
Estado, su financiamiento lo pone el Estado, y las instrucciones acerca de qué hacer, qué no hacer y 
cuándo actuar se las da el Estado. Entonces, allí se genera una cuestión que hay que valorar: resulta 
que a los efectos del sistema de inteligencia se convierten en una fuente de información. Se las 
considera jurídicamente existentes, pero todavía ello no se establece en ninguna norma de nuestro 
derecho público. Si ustedes leen el artículo 2* del Tocaf advertirán que no están comprendidas en él; el 
Tribunal de Cuentas no las controla; con esto se podría dar una suerte de divergencia: se reconocen, 
pero están totalmente exentas de control. 


En el artículo 12 se dice que "El Director de la Secretaría de Inteligencia Estratégica del 
Estado será designado por el Presidente de la República, previa venia de la Asamblea General por 
mayoría especial de tres quintos de votos del total de sus componentes". Aquí tengo que volver sobre 
el comentario ya efectuado para la designación de Directores de entes autónomos, servicios 
descentralizados, inclusive, de los Directorios de algunas personas públicas no estatales consideradas 
relevantes, como la Corporación Nacional para el Desarrollo: la designación es del Poder Ejecutivo en 
Consejo de Ministros, previa venia del Senado. La venia perfectamente podría ser de la Asamblea 
General porque, en mi opinión, no hay previsión constitucional a este respecto, pero la designación 
debería ser del Poder Ejecutivo en Consejo de Ministros o en acuerdo con los Ministerios con 
competencia en el área de inteligencia que, claramente, son los Ministerios de Defensa Nacional y del 
Interior, aunque el concepto de inteligencia que se maneja en la norma es bien extendido; es bastante 
más amplio. 


La segunda frase del artículo 15 dice: "El régimen disciplinario, derechos y deberes" -está 
refiriendo al personal de la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado- "así como otras normas 
laborales serán establecidos por ley o decreto del Poder Ejecutivo según corresponda". Esta frase 
debe eliminarse porque es claramente inconstitucional. Los funcionarios de la Secretaría lo van a ser 
del sistema orgánico Poder Ejecutivo, con lo cual el estatuto del funcionario aplicable es el del artículo 
59 de la Constitución. Podrán, luego, existir disposiciones especiales que a ellos les alcancen, pero el 
régimen disciplinario de derechos y deberes es el del estatuto del funcionario. Antes solamente existía 
un estatuto del funcionario en el país, pero desde la Constitución del 52 se reconoce un régimen de 
estatutos múltiples, pero no infinito: la Carta determina cuáles son. El principal estatuto, que es el único 
que se aprueba por ley, es el del artículo 59 de la Constitución, que comprende a todos los funcionarios 
del Poder Ejecutivo con excepción de militares, policías y diplomáticos. De manera que en tanto y en 
cuanto los funcionarios de la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado no pertenezcan a 
ninguna de estas tres categorías, van a estar comprendidos en el estatuto general. Y por supuesto el 
Poder Ejecutivo en ejercicio de sus potestades reglamentarias podrá especificar aspectos vinculados a 
las peculiaridades del trabajo de inteligencia, por ejemplo, lo referido a las consecuencias de la 
violación del deber de reserva o lo que fuere. Pero no se necesita decirlo porque la Constitución ya 
expresa, tanto cuál es el estatuto aplicable, cuanto que el Poder Ejecutivo tiene potestad reglamentaria 
de las leyes; por ello es que me parece que habría que eliminar esa segunda frase. 


El artículo 16 refiere a la plantilla de personal de la Secretaría de Inteligencia Estratégica del 
Estado, pero no dice quién lo designa. Y no es necesario que lo diga porque claramente es el Poder 
Ejecutivo el que tiene la potestad de designación, pero como aquí está pendiente la cuestión de si el 
sistema de inteligencia se va a implantar en el ámbito de la Presidencia, sería bueno aclarar que este 
personal será designado por el Poder Ejecutivo. 


El Título IV, que de aceptarse la sugerencia que formulé respecto al Título IIl pasaría a ser el 
tercero, refiere a los procedimientos especiales de obtención de información y no me merece 
comentarios específicos: comprende los artículos 19 y 20. 


El Título V refiere al control del Sistema Nacional de Inteligencia. En el propio título yo 
eliminaría la referencia a organismos, que no agrega nada porque de lo que se trata es del control del 
Sistema Nacional de Inteligencia, con todos sus componentes. Este Título comienza con el Capítulo 
denominado: "De los principios generales y los controles". Creo que el contenido posterior no se 
compadece con este título que, a mi juicio, debería ser: "De los controles interno y externo". Aquí no se 
regulan los principios generales que están en el Título | y ninguna de las disposiciones de este capítulo 
trata de los principios: todos aluden al control, con lo cual creo que el contenido de esta parte del 
proyecto estaría reflejada de mejor modo si el capítulo se titulara simplemente "De los controles" o "De 
los controles interno y externo", ya que el artículo 22 refiere a ambos aspectos. 


Del mismo modo, el título del Capítulo 2 simplemente debería ser: "De los controles del 
Poder Legislativo". En ese sentido, me parece que el Capítulo 3 no debería ser un Capítulo, ya que 
tiene un solo artículo, y porque, en realidad, refiere al régimen de los miembros de la Comisión 
Parlamentaria de Control y Supervisión que va a ser, precisamente, el vehículo de control por parte del 
Poder Legislativo. 


Por lo demás, las normas de este Título están inspiradas en el derecho comparado común, 
por lo menos de las leyes que he podido cotejar en estos días. Por lo tanto, más allá de la reiterada 
referencia a organismos, tampoco me merecen ningún comentario especial. 


En cambio, me gustaría formular alguna referencia con relación al Título Vl, que se 
denomina: "De la información clasificada". La reflexión que me parece del caso sugerir a la Comisión 
que debe hacerse es la de la adecuación del régimen de la información a la ley general sobre 
información pública, Ley N* 18.381, de 17 de octubre de 2008. Me consta que, muchas veces, en el 
lenguaje de inteligencia se habla de información clasificada y de desclasificación de la información. Es 
así en muchos países; así ocurre en Estados Unidos y así está nombrada la información en la ley 
argentina vigente. Pero, en rigor, una información clasificada es, simplemente, una información que ha 
sido objeto de clasificación, pero no nos dice cómo fue clasificada. La ley de información -más 
conocida como de acceso a la información pública- distingue entre información pública, secreta, 
confidencial y reservada. Esta actividad, salvo para el caso de la información pública, requiere una 
clasificación. Entonces, para que una información sea secreta así debe haberla clasificado el 
Legislador. Por ejemplo, la información militar o específicamente de la hacienda militar es secreta 
porque lo dice la Ley Orgánica Militar; la información bancaria, con limitaciones, es secreta porque lo 
dice la ley, y lo mismo ocurre en materia estadística, tributaria, etcétera. 


En cambio, la información reservada y la información confidencial requieren especificamente 
de un acto de clasificación. Los artículos 9% y 10 de la Ley N* 18.381 establecen cuál es la información 
reservada, cuál es la información confidencial y, por lo tanto, cómo y quién las clasifica. 


Me parece que en el caso de la información de inteligencia habrá alguna que necesariamente 
sea secreta por ley, por ejemplo, porque entra dentro del secreto militar; habrá otra que no lo será pero, 
necesariamente, deberá ser reservada. De hecho, la mayoría de la información de inteligencia deberá 
ser reservada, pero eso va a requerir de la clasificación. El Legislador podría adelantar esa 
categorización, pero no sería necesario, porque ya encuadraría en las hipótesis que el artículo 9* de la 
Ley N* 18.381 contempla; de todos modos, no habría inconvenientes en que se explicitara. 


Creo que la información de inteligencia no es una información clasificada; es una información 
clasificada como reservada y/o, en su caso, secreta. En ese sentido, la ley colombiana -que cito 
nuevamente porque es la más moderna; se aprobó en marzo o abril de este año- dice que la 


información de inteligencia es reservada. Me parece que, de acuerdo con nuestra ley, esa sería la 
calificación más correcta: "reservada". 


Los artículos 35 y 36 contienen excepciones expresas a la Ley N* 18.381, que parecen 
lógicas; la propia índole o naturaleza de la información de inteligencia hace coherente que no haya que 
estar dando cuenta a la Unidad de Acceso a la Información de la información que se clasifica o se 
desclasifica. Lo mismo ocurre con el plazo que se establece, que es de 25 años, más extenso que el 
previsto en la ley general en materia de información. O sea que, si bien hay diferencias con el régimen 
general, no creo que pueda ser reprochable que se incluyan en la ley estas excepciones, en atención a 
la naturaleza o índole de la información de que se trata. 


Finalmente, el Título VII regula las "Disposiciones transitorias". En el segundo inciso del 
artículo 41 se establece que "La reglamentación incluirá la estructura de cargos de la Secretaría, con 
sus respectivos requerimientos funcionales". En este punto nuevamente hay que acordarse de la 
Constitución, porque la estructura de cargos siempre tiene un imprescindible respaldo presupuestal; los 
cargos tienen que estar previstos. Muchos ya lo están porque, obviamente, la inteligencia militar, 
policial, etcétera no es una novedad; existen estructuras dentro del Estado que ya tienen sus cargos. 
Pero en este caso seguramente se está haciendo referencia especificamente a los cargos de la 
Secretaría, que es una repartición del Poder Ejecutivo, cuyo presupuesto está incluido en el 
Presupuesto Nacional. Por lo tanto, lo que el Poder Ejecutivo podrá determinar por vía reglamentaria 
es cuáles son los requerimientos para ocupar los puestos de trabajo, pero la estructura de cargos es de 
resorte de la ley y deberá ser prevista en la próxima ley presupuestal; el Poder Ejecutivo no lo podría 
hacer antes. De modo que esta norma debería modificarse para disponer que la reglamentación 
establecerá los requerimientos funcionales a exigir desde el punto de vista objetivo y subjetivo a 
quienes van a trabajar en la Secretaría, y que en la próxima instancia presupuestal el Poder Ejecutivo 
incluirá el rol de cargos necesarios para cumplir las actividades asignadas por la ley a esa Secretaría. 


Señor Presidente, quizás me he excedido del tiempo que la Comisión dispensaba para esta 
intervención pero, en síntesis, estos son los principales comentarios que amerita el texto del proyecto 
ahora llamado por usted "borrador". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de darle la palabra a los señores Legisladores que la han solicitado, 
corresponde agradecer la buena voluntad del doctor Delpiazzo para colaborar con la Comisión. 


En opinión del Presidente, también corresponde saludar la iniciativa que en su oportunidad 
presentara el Legislador Posada, de convocar a personas que nos asesoraran en esta etapa de 
borrador, a efectos de corregir e introducir modificaciones al proyecto, en el entendido de que, en tanto 
Comisión de la Asamblea General que tiene la obligación de presentar un informe al final del trabajo, 
no solo presentemos el mejor de los informes posibles, sino también el mejor de los anteproyectos que 
podamos remitir a las Comisiones de las Cámaras, a fin de que avancen en el proceso de su sanción 
como ley. 


Creo que la comparecencia del doctor Delpiazzo -en opinión del Presidente y pienso que 
también de los demás miembros de la Comisión- convalida la iniciativa que planteara el Legislador 
Posada y que hiciéramos nuestra todos los demás. 


SEÑOR TROBO.- Sin duda, los comentarios del doctor Delpiazzo son muy interesantes para el trabajo 
que estamos haciendo y, desde ya, los agradecemos mucho. 


Hay un aspecto que me interesaba consultar, y tiene que ver con el Capítulo ll, relativo al 
Director de la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado. Allí se establece un mecanismo de 
designación por parte de una mayoría especial de la Asamblea General y también se requiere la venia 
de esta para destituirlo. 


Como se imaginará el doctor Delpiazzo, la regulación de esta materia no solo es novedosa, 
sino que nos pone frente a un desafío muy importante, ya que no solamente queremos establecer una 
serie de normas en relación a la inteligencia en sí, sino también establecer un mecanismo de control 
parlamentario que permita que las actuaciones de inteligencia tengan como contrapeso un seguimiento 


parlamentario que tiene dos componentes y, hasta tres, en este caso. Uno es la designación del 
Director de Inteligencia -tema que, en el pasado, ya ha sido tratado en algún intento legislativo- para la 
actual Secretaría que existe en la órbita del Poder Ejecutivo o del Presidente de la República y, el otro, 
es el funcionamiento de una Comisión parlamentaria de control, que no es otra cosa que traer a la 
legislación nacional un mecanismo que existe en otras legislaciones del mundo a través del cual el 
Parlamento tiene un seguimiento permanente del tema. Esta Comisión tiene características especiales 
en cuanto a su conformación, sus potestades, las obligaciones de sus miembros, etcétera, etcétera, 
pero hay una cuestión que a mí personalmente me preocupa dilucidar. Algunos de nosotros pensamos 
que este cargo debería ser ocupado por un individuo cuyo término de plazo en el cargo no 
necesariamente coincida con el del Gobierno o de la Administración que lo designa, con el propósito de 
lograr una continuidad en la gestión y con el propósito de que, a su vez, la venia parlamentaria 
requerida -que tiene aquí establecida una mayoría especial- resulte de los acuerdos políticos 
necesarios para dar a ese individuo el respaldo necesario para una tarea tan importante. Pero nosotros 
establecemos también aquí -si bien hemos discutido el tema, no está definitivamente incluido en el 
anteproyecto de ley; está el texto, pero sabemos que hay desacuerdos en relación al mismo- que la 
destitución sea con venia del Poder Legislativo, por las particularidades que tiene el tema. En este 
caso, me interesa mucho conocer la opinión del doctor Delpiazzo en relación a esta innovación -si se 
puede llamar así-, para tenerla en cuenta en el análisis del texto. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Efectivamente, entre corchetes aparece un tercer inciso del artículo 12, que no 
comenté porque tenía la duda del alcance de esos corchetes. Si lo hubiera comentado, habría hecho 
referencia a una inconsistencia, porque mientras que la designación se pone a cargo del Presidente, la 
destitución se pone a cargo del Poder Ejecutivo. Ahí se ve ese problema que es señalado con respecto 
a la implantación de la Secretaría. 


En cuanto a la cuestión que plantea el señor Diputado Trobo, no veo ningún reparo 
constitucional. Me parece que, además, existiendo un órgano parlamenario de control, habría una 
suerte de paralelismo entre el procedimiento de designación y el de destitución, acorde a las 
características del perfil requerido para el sujeto que vaya a ocupar este cargo. Yo observé que, por 
ejemplo, la ley no lo incluye entre los cargos de particular confianza; no categoriza al cargo, sino que 
más bien apunta a las características de quien lo va a desempeñar y, desde ese punto de vista, prevé 
un procedimiento de designación, unos requisitos y una duración que, efectivamente, está contemplada 
en el inciso segundo del artículo 12 y, según lo que entiendo, luego se incorporaría esta disposición 
como inciso tercero del artículo 12 que, en lo personal, no me merece reparos jurídicos. Al contrario; si 
se corrige el inciso primero, creo que guarda paralelismo con el procedimiento de designación. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que la presencia del doctor Delpiazzo nos ilustra a todos en cuanto a este 
proyecto de ley que, obviamente, afecta cometidos muy particulares del Estado y, por lo tanto, hay 
enorme sensibilidad frente a estos temas, sin perjuicio de que, evidentemente, lo que se podría 
denominar la actividad de información que producen estos órganos, en definitiva, no es nueva en el 
Estado. 


En primer término, de acuerdo a su experiencia con otras leyes, quisiera saber si esta 
metodología del artículo 3” -que desde que estoy aquí se ha repetido varias veces en el sentido de 
intentar incorporar definiciones- puede ser de ayuda o, en realidad, puede terminar siendo 
contraproducente. Creo que esta forma se produce por la importación de acuerdos internacionales en 
general o por la experiencia anglosajona de la forma en que los Jueces aplican la ley que, en mi 
humilde opinión, no tiene correlato con lo que es la interpretación del Derecho a nivel nacional desde el 
punto de vista de la inscripción de nuestro sistema jurídico en los países de Derecho romano. 


En segundo lugar, quisiera saber si a la redacción del artículo 6% no hay que incorporar la 
Sección ll, para que haya concordancia, creo que con el artículo 80 de la Constitución de la República 
en cuanto a las bases de la nacionalidad. Me refiero al numeral 69) del artículo 80 de la Constitución de 
la República. De alguna manera, el artículo es ambivalente en una lógica de nomenclatura 
internacional y en una lógica de nomenclatura nacional, porque me parece que, en definitiva, no 
termina siendo preciso si solamente hay garantías, porque también habría que incorporar deberes. 


Por último, en cuanto a esto de la designación y al correcto paralelismo en cuanto a la 
destitución de este funcionario, si no me equivoco, el Derecho constitucional uruguayo establece 


funcionarios que son designados con ciertos procedimientos y por determinados órganos pero, 
después, la destitución no necesariamente se compadece haciendo un paralelismo. Parece razonable 
que la designación tenga un sinfín de garantías pero no sé si al hacer un paralelismo a la hora de la 
destitución no se termina blindándolo desde el punto de vista funcional y termina siendo 
contraproducente. Si para destituirlo se necesita la venia de un órgano del Poder Legislativo, uno 
podría preguntarse qué pasa con el sumario; uno podría empezar a especular. Me parece que hay 
algunos funcionarios de alta jerarquía en nuestro ordenamiento constitucional a quienes claramente se 
exigen determinadas condiciones para su designación pero no para su destitución. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Las preguntas del señor Diputado Michelini son más difíciles de contestar, pero 
voy a intentar reflexionar en voz alta acerca de las cuestiones que plantea que, por cierto, son 
relevantes. 


Sobre las definiciones -quizás por generación, por edad, por viejo, en definitiva-, fui formado 
en la Facultad en un sistema romanista, continental, etcétera que, de alguna manera, es un poco 
reactivo a fideicomisos y a incorporaciones de instrumentos que vienen de un sistema distinto, porque 
a veces cuesta cuajarlos, ensartarlos o encastrarlos adecuadamente en nuestro sistema jurídico. Si se 
me hubiera preguntado, por ejemplo, sobre la larga cantidad de definiciones que hay en el proyecto de 
ley de medios que está a estudio del Parlamento, diría: "Es un disparate"; categóricamente, diría: "Es 
un disparate". ¿Por qué? Porque permanentemente la Unión Internacional de Telecomunicaciones, de 
la que el país forma parte, y demás instituciones están adecuando, en función de la evolución de la 
tecnología -que, además, es muy rápida-, muchas definiciones, por lo que congelarlas en la ley sería 
claramente negativo. 


Ahora, hace un momento, hice referencia a la Ley N* 18.381, cuando distingue entre la 
información pública, reservada, confidencial y secreta; el Legislador, en rigor, cuando estableció qué 
era cada cosa, la definió a los efectos de la ley respectiva. En el caso de esta norma, la definición de 
cuál es su materia, qué es la inteligencia y cuáles son sus especies -probablemente no con categoría 
de definiciones, pero sí estableciendo: "a los efectos de esta ley", "la materia de esta ley será la 
inteligencia, entendida como..."- pueden ser incluidas; pero el artículo va mucho más allá y abarca la 
definición de aspectos tales como, por ejemplo, la coordinación de inteligencia, el canal técnico, 
fuentes, clasificación de las fuentes y hasta el informe. Francamente, me parece que todo eso no es 
materia de la ley. 


Entonces, respondiendo a la primera cuestión que plantea el señor Diputado Michelini, yo 
plantearía un justo medio. Quizás, incluiría qué es inteligencia y cuáles son sus tipos, pero las otras 
cosas no las incluiría. 


Con relación a la segunda cuestión planteada, con respecto al artículo 7”, francamente, 
cuando lo leí, no me generó reparos, pero confieso que no hice el razonamiento que el señor Diputado 
Michelini hace en cuanto a las normas constitucionales que citó. De manera que necesitaría reflexionar 
más sobre esto para poder dar una respuesta -que no se me ocurre- a partir de su meditada reflexión. 


La tercera cuestión también es delicada, porque parecería que los autores del borrador del 
proyecto quieren que este funcionario tenga un cierto grado de estabilidad durante los seis años que 
dure el ejercicio del cargo que se prevé. Si eso es así, guarda lógica que la eventual destitución deba 
ser relativamente fuerte en cuanto a los requisitos a cumplir para que un simple cambio de Gobierno, 
sin un procedimiento predeterminado para la destitución, pueda llevar a que efectivamente se lo 
destituya y se desvirtúe el plazo que el Legislador quiso garantizar. En ese sentido, es de observar que 
los requerimientos para la destitución son más exigentes, inclusive, que los de un funcionario 
inamovible o -para decirlo mejor- que los de la mayoría de los funcionarios inamovibles, en los que 
basta la ineptitud, la omisión o el delito. Aquí, al igual que para algunos funcionarios con estatutos 
especiales como los diplomáticos, por ejemplo, se prevé que también la comisión de actos que afecten 
su buen nombre o el prestigio de la institución a la que pertenece puede dar lugar a su destitución. O 
sea que es un régimen de mayor cuidado. 


El señor Diputado Michelini aludía a un eventual sumario. Me parece que por la jerarquía del 
cargo que va a tener el funcionario que se desempeñe como Secretario de Inteligencia Estratégica del 
Estado, en caso de destitución, no habrá un sumario. En todo caso, se deberá respetar la garantía del 
debido procedimiento. Si se le está imputando ineptitud, el Poder Ejecutivo, al dirigirse a la Asamblea 
General, va a tener que explicar por qué es inepto. Y la Asamblea General va a tener el derecho -lo 
tendrá, en primer lugar, el interesado- de decir por qué considera que no es inepto. Entonces, el 
decisor va a tener en los dos platillos de la balanza las dos posturas, pero no necesariamente a través 
de un procedimiento sumarial. Quizás, la causal de destitución o de afectación del buen nombre o del 
prestigio de la institución derive de un episodio que tuvo trascendencia periodística. En ese caso, ¿qué 
sentido tendría hacer un sumario a alguien por un hecho, un acto o una serie de actos que tienen 
notoriedad? No excusaría tener que darle, de todas maneras, la oportunidad de defenderse, porque en 
ello va comprometido el principio constitucional del debido procedimiento y la garantía correspondiente; 
pero no veo que fuera imprescindible instruirle un procedimiento sumarial. También, como en el caso 
anterior, creo que es una cuestión delicada y que, probablemente, merezca una mayor reflexión. 


SEÑOR VIERA.- Nos sumamos al agradecimiento al doctor Delpiazzo por estar dispuesto, una vez 
más, a venir a colaborar con sus conocimientos y su aporte a la tarea legislativa, en este caso, en una 
tarea que nos es nueva a todos; es de las pocas veces en las que la Asamblea General designa una 
Comisión bicameral con el objetivo de redactar un proyecto de ley y no de estudiarlo. 


Además, es una materia en la que, esencialmente, se trata de reglamentar y de dotar de 
garantías -estamos todos de acuerdo en ello-, un poco teniendo en cuenta la experiencia internacional 
de estos sistemas de inteligencia que, muchas veces, paulatinamente, tienden a tomar vida propia y a 
preservar, por lo tanto, los derechos, fundamentalmente de todos los ciudadanos. 


Considero muy valiosos los aportes que ha hecho el doctor Delpiazzo y muy esclarecedores, 
sobre todo en lo que tiene que ver con los controles y con la dependencia de este órgano y de su 
dirección del Poder Ejecutivo, lo que es fundamental para que este Parlamento realmente tenga control 
sobre él. 


Me resta una duda sobre el Capítulo lIl, relativo a los deberes y obligaciones de los 
Legisladores que integran la Comisión, en el que se establece la obligación de mantener la discreción y 
el secreto -obviamente, debe ser así-, por la materia de que se trata. Allí se establece que estarán 
obligados a cumplir las normas de seguridad que se establezcan; o sea que no están establecidas por 
ley. Entonces, mañana podrían establecerse por ley, por una reglamentación o por decreto -no se dice 
exactamente por qué vía-, pudiendo llegar a ser considerados, inclusive, en el marco de lo dispuesto 
por el artículo 115 de la Constitución, poniendo en juego su cargo. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Confieso que no había visto este sesgo redaccional "que se establezcan"; 
podría interpretarse que son las que establezca la propia Comisión parlamentaria y, en ese caso, no se 
plantearía la dificultad que señala el señor Senador Viera. Pero es verdad que la norma habilitaría 
también otra posible interpretación que generara el riesgo que él señala certeramente. 


Me parece que esta cuestión está vinculada, fundamentalmente, a lo que ya mencioné antes 
de la naturaleza de la información. Acá se utiliza la expresión "información clasificada", que se incluye 
en el nombre del Título VI del proyecto de ley; pero alude a una información objeto de una tarea: 
clasificarla. Seguramente, en el artículo 30, cuando se habla de normas de seguridad, a lo que se está 
apuntando es a preservar la reserva de la información manejada. Y el riesgo grave que puede poner a 
un Legislador en la situación de ser considerado indigno del cargo que ocupa y, por lo tanto, ser 
sancionado por su Cámara con la exoneración -artículo 115 de la Constitución- sería 
fundamentalmente la violación de la obligación de reserva, que deriva de la propia naturaleza de la 
información que va a estar recibiendo. Probablemente, aquí estamos más que ante una cuestión de 
fondo, en cuanto a qué es lo que se quiso, ante una cuestión de forma, no solamente en lo que refiere 
a tomar conocimiento de la información, sino a quedar obligado por su naturaleza y no usarla a ningún 
efecto. Porque también el Legislador la podría utilizar en beneficio propio -es decir, no revelarla, pero 
utilizarla-, lo que en el ámbito de los procedimientos competitivos se llama información privilegiada. De 
manera que, en orden a esta inquietud, parece claro que el centro del artículo 30 necesitaría otra 
redacción. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco las observaciones a mis preguntas y el abordaje que ha hecho el 
profesor de este borrador. 


Creo que muchas veces las definiciones no se hacen desde la copia o de una lógica 
preciosista de precisar todo, sino desde el temor de dar algunas pautas de interpretación de la ley; en 
realidad, la ley no va a escapar a las pautas comunes de cualquier norma. 


Por lo tanto, quisiera saber si no debería tomarse en cuenta la posibilidad de dar al 
intérprete, ya sea un integrante de la Administración, un magistrado, inclusive, un ciudadano común y 
corriente o un académico, un camino interpretativo que le facilite tener en cuenta expresamente -estoy 
pensando en voz alta- los cometidos específicos de la norma o de la materia sensible. Quiero aclarar 
que cuando hoy pregunté no lo hice sobre el proyecto, sino sobre leyes. En otras leyes esto ha podido 
hacerse y salir del corsé de la interpretación vía Código Civil. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Comparto la interpretación del señor Diputado Michelini, pero en todo caso 
señalaría que más allá de las definiciones que lucen en los primeros literales, a), b), c), d) y e), las 
siguientes quizás ameritarían más que una definición, una regulación. Por ejemplo, ¿cuál es el estatuto 
de una fuente? No se regula eso en la ley. Es más: no se menciona en el resto de la ley. Entonces, 
¿Qué sentido tiene que yo defina cosas si después no las regulo? Esa sería la inquietud. 


SEÑOR ROSADILLA.- Hago mío el agradecimiento de varios Legisladores en torno a la vasta cantidad 
de opiniones y estudios que el doctor Delpiazzo nos ha traído. 


En el artículo 13 se establece una incompatibilidad para quien ocupe la responsabilidad de 
Director de la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado. Es la única incompatibilidad que 
aparece, aunque no está dicho implícitamente, para el período en el que se desarrolla la función. 
Quisiera saber si podría establecerse una incompatibilidad para algunos años posteriores, sin que ello 
violente algún principio o norma de rango constitucional. No le estoy preguntando sobre la pertinencia, 
sino sobre la posibilidad legal. 


SEÑOR DELPIAZZO.- También esta es una cuestión delicada. En la Constitución hay disposiciones, 
por ejemplo, en sedes de entes autónomos y servicios descentralizados que establecen 
incompatibilidades y prohibiciones que van más allá del cese en el cargo respectivo. Y no hay ninguna 
prohibición en la Constitución para que se puedan establecer requerimientos de este tipo prolongados 
en el tiempo en otros casos. Tanto en la actividad pública como en la actividad privada es frecuente 
que se establezcan plazos después de la extinción de la relación funcional o de derecho laboral en lo 
que tiene que ver con determinada información a la que se accedió por la tarea que se cumplió, sea en 
términos de competencia desleal, reserva de ella, no uso por parte del candidato. De manera que no 
me parece que fuera inconstitucional que esta incompatibilidad se prolongara en el tiempo. Por 
supuesto que la obligación de reserva de la información va a durar por todo el tiempo en que la 
información manejada no sea desclasificada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor Diputado Trobo que ocupe la Presidencia porque deseo hacer 
uso de la palabra. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Trobo.) 


SEÑOR BAYARDI.- Voy a hacer algunas consideraciones previas, que creo que están en el espíritu de 
los Legisladores que trabajamos en esta Comisión. 


Quiero señalar que la función de inteligencia existe y ha existido independientemente de que 
haya habido marco legal que la haya regulado. Este es un tema que ha despertado preocupación, en 
primer lugar, por entender la importancia estratégica de la actividad de inteligencia para el proceso de 
toma de decisiones y, por otro lado, por la delgada línea en la que se violenten o se violen derechos de 
las personas. Estos han sido los dos centros que han estado planteados en el proceso de discusión y 
en las preocupaciones de la Comisión, que apunta a dotar de un marco legal general que empiece a 
pautar o definir con claridad a través de la ley esta actividad a nivel de nuestra sociedad. 


Quiero hacer algunas consideraciones con respecto a las reflexiones que ha hecho el 
profesor Delpiazzo y que, en mi opinión, han sido un aporte bien importante. 


Obviamente, tomo lo relativo a los organismos y a los órganos. 


En el artículo 3% hay un conjunto de definiciones que el profesor Delpiazzo nos hacía ver que 
iba más allá de lo sanamente aconsejable en cuanto a lo que debe contener una ley, en la medida en 
que lo transforma en un conjunto muy rígido, lo que a futuro puede mantenerse. 


Una vez que la ley se ha desarrollado siempre hay un proceso de acomodamiento, inclusive 
para la propia función de control parlamentario. Entonces, cuando se define el tema de las fuentes, la 
obtención de fuente abierta no estará restringida porque hoy no le está restringida a nadie. Cualquiera 
de nosotros puede obtener información y con sistematización a través de los medios tecnológicos. Hoy 
existe la palabra "googlear", que será incorporada al diccionario de la Real Academia Española. Se 
busca y se encuentra información con una velocidad momentánea, que después hay que saber 
decodificar. 


El problema es que la definición de fuente cerrada sí importaría a la hora de los controles 
sobre quienes realizan actividades de inteligencia. Por lo cual, si va por fuente cerrada, en algún 
momento seguramente tenga que seguir los procedimientos de la ley, y llamado a interpelar las 
responsabilidades, deba demostrar que lo hizo por fuente abierta. Quienes participamos de la 
redacción del proyecto tratamos de poner las hipótesis eventuales a las que puedan quedar sujetos en 
el futuro. A los efectos de las responsabilidades políticas futuras, inclusive dentro de la propia 
Comisión, no está mal que haya alguna definición. La idea es que todo el mundo sepa qué se está 
diciendo cuando se invoca alguna definición. No nos parecía que estuviera de más. Tampoco la 
queríamos dejar en la vía de la reglamentación. Como el profesor Delpiazzo sabe, muchas veces la 
reglamentación camina discretamente en el borderline del texto de la ley, haciendo equilibrios para no 
desplazarse hacia el lado que no debe. Sobre esa base tratamos de ajustarla. 


Me preocupa mucho el tema de la dependencia de la Presidencia de la República y tomo las 
apreciaciones del profesor Delpiazzo en ese sentido. Acá hay un tema que voy a vincular al artículo 12, 
relativo a la designación. No establecimos que fuera un cargo de confianza, pero sin duda debe contar 
con la confianza del Presidente y del Poder Ejecutivo. En el proyecto no aparece como tal, pero todos 
pensamos que el cargo se delegará en una persona que tenga la confianza. Como dijo el señor 
Diputado Trobo, el tema de los plazos y de su sustitución está en discusión. En la medida en que la 
política la define el Poder Ejecutivo, que este pueda contar con una persona de su confianza para una 
función delicada al interior de la sociedad, no es un tema menor. El plazo de seis años está en 
discusión porque puede pasar que después de cinco Períodos, un Gobierno no tenga la posibilidad de 
designarlo. En la medida en que estamos considerando seis años, hay un Gobierno a futuro que no 
podrá designarlo. Nosotros ya no estaremos; ojalá que estemos biológicamente aptos todavía, pero no 
necesariamente acá. Entonces, este fue un tema de discusión. Si lo transformábamos en un cargo de 
confianza stricto sensu, obviamente dependía de la pérdida de confianza del Poder Ejecutivo. Esto es 
una discusión. Digo las cosas que estuvieron planteadas, a los efectos de la reflexión que planteaba el 
profesor Delpiazzo. 


En cuanto al régimen disciplinario, tomo debida nota de que puede participar en las 
actividades de inteligencia personal de distinta categoría. Puede haber personal militar, personal 
policial, personal dependiente del Poder Ejecutivo y eventualmente personal que dependa de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados. Estoy pensando en personal de Antel o del Banco Central. 
Este es un tema muy específico, porque al amparo de lo contenido en el artículo 59 de la Constitución, 
todos aquellos que tengan alguna actividad o función de inteligencia no podrían tener un estatuto 
propio. Lo acabo de percibir ahora como una limitante, a punto de partida de lo que el profesor 
Delpiazzo nos planteaba. 


En alguna legislación comparada -estuvimos analizando legislación comparada y recibimos 
asesoramiento en ese sentido- se da la lógica de que el personal militar llega a un grado de su carrera 
militar en que debe optar si sigue dentro de su fuerza o si continúa dedicado a la actividad de 
inteligencia. Para España creo que es el grado de Teniente Coronel. Entonces, acá habría funcionarios 
de distinta clase que tendrían su propio estatuto mientras realicen actividad de inteligencia. El tema es 


si a través de la ley se podrían establecer más obligaciones o más restricciones a los funcionarios que, 
teniendo su propio estatuto, sean parte de esta actividad. A la luz de lo planteado por el profesor 
Delpiazzo, este es un problema, que también estuvimos discutiendo. 


Tomo nota de a quién correspondería la designación del personal. 


Ha habido algunas sugerencias en cuanto al cambio de algunos títulos. Me estoy refiriendo 
particularmente a uno que figura de la misma manera en todos lados, y que nosotros lo pusimos de 
otra manera. Me refiero al de los controles internos y externos. 


Finalmente, con seguridad, esta no será la última vez que molestemos al profesor Delpiazzo 
para seguir afinando el proyecto, de manera que genere la menor dificultad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bayardi.) 


SEÑOR DELPIAZZO.- Tomé nota de las inquietudes planteadas por el señor Diputado Bayardi, y las 
agrupé en cuatro temas. El primero refiere a los objetivos de la ley. Me parece muy claro que el objetivo 
de la ley es regular, a través de una norma con valor y fuerza de ley, un cometido esencial del Estado 
que hoy no está regulado por ley, y casi diría que no está regulado, porque en todo caso hay algunas 
disposiciones reglamentarias desde el punto de vista de la organización o estructuras internas de las 
Fuerzas Armadas o de la Policía, pero no como cometido propiamente del Estado. En ese sentido, no 
puede más que compartirse las finalidades u objetivos perseguidos con esta iniciativa. 


Sobre las fuentes, entiendo -ahora lo advierto con más nitidez- la preocupación que llevó a 
incluir esas definiciones. Me parece que no tiene mucho sentido poner la definición si luego a esa 
fuente -abierta o cerrada- no se le da un estatuto; simplemente tengo una clasificación. Clasificar es 
propio de un manual, de un tratado o de un trabajo doctrinario, pero no de un Legislador o de un texto 
normativo. No tiene contenido dispositivo. Sí lo tiene si se hace referencia a que la inteligencia, a los 
efectos de esta ley, es tal cosa. Entonces, estoy llenando el objeto de la ley, le estoy dando valor 
normativo a esa definición. Si simplemente se agrega y luego no hay una regulación concreta, me 
parece cuestionable. 


En la línea de lo que planteaba el señor Legislador Michelini, quiero decir que ha habido 
algunas definiciones, por ejemplo, en la ley de protección de datos personales. Pongo ese ejemplo por 
mencionar otra ley aprobada, además de la de acceso a la información, en la que se define qué es 
dato, etcétera. Existen antecedentes. 


El tercer punto planteado por el señor Presidente es el vinculado con la dependencia del 
Director y la confianza. Creo que aquí hay que hacer una distinción. Evidentemente, la persona física 
que va a ser designada como Director debe contar con la confianza del Poder Ejecutivo. Eso no quiere 
decir que el estatuto del cargo sea de particular confianza. La calificación de un cargo como de 
particular confianza es para convertirlo en amovible, es decir que pueda ser removido en cualquier 
circunstancia, entre otras, si se pierde la confianza. Aquí parecería que la finalidad es otra. Si se pierde 
la confianza inicial, en tanto no haya ineptitud, omisión, delito, desprestigio a la institución de la que se 
forma parte o actos que afecten el buen nombre, ese señor o esa señora va a seguir desempeñándose 
en el cargo hasta que se cumpla su mandato. No obstante ello, parecería que el Legislador no está 
muy seguro de esto, porque expresa que el Director podrá ocupar el cargo por un plazo máximo de 
seis años consecutivos y no podrá ser designado nuevamente antes de tres años. Quiere decir que al 
que nombraron después, lo echaron, porque el período también tendría que ser de seis años. En ese 
caso hay que tomar una opción. Desde el punto de vista jurídico puede haber tantos argumentos para 
fundamentar la estabilidad como para decir que se trata de un cargo sensible a cada Gobierno y, por lo 
tanto, que lo designe el que asume y el siguiente decidirá si lo deja o lo saca, y no se limita en el 
tiempo. Verdaderamente, aquí hay una opción política más que jurídica. Jurídicamente las dos serían 
lícitas, acordes a la normativa constitucional. 


El cuarto punto planteado por el señor Presidente es muy interesante. Confieso que yo no lo 
había advertido, porque pensé que quienes trabajarían en la Secretaría serían funcionarios militares o 
policiales en actividad, o algún diplomático. Todos ellos son funcionarios del Poder Ejecutivo. 


Reconozco que puede haber actividades muy sensibles a nivel del Banco Central, de Ancap, de Antel, 
etcétera. Allí se va a dar una cuestión en la que, reitero, no había pensado y, por lo tanto, ahora 
reflexiono en voz alta. Se va a plantear si esos funcionarios van a actuar en la Secretaría de 
Inteligencia como funcionarios de Antel, del Banco Central o de Ancap o si van a dejar sus cargos y, en 
función de la experiencia que tienen, serán designados en la Secretaría. Serían dos situaciones 
distintas. En la primera, mantendrían el estatuto que tienen, y en la segunda pasarían a tener el 
estatuto propio del Poder Ejecutivo. En el inciso E) del artículo 59 de la Constitución se establece: " 
[...]sin perjuicio de lo que a su respecto se disponga por leyes especiales en atención a la diversa 
índole de sus cometidos". Esto se previó para los servicios descentralizados y no para los entes 
autónomos porque no necesitan ley para aprobar el estatuto. Es un reglamento del Poder Ejecutivo y, 
por lo tanto, tiene mayor flexibilidad en orden a la aprobación. En cualquiera de estas hipótesis, la 
segunda frase del artículo 15 no es feliz, porque no recoge la preocupación que se ha planteado. 


En todo caso, habría que establecer las exigencias mínimas que tendrá que cumplir el que 
trabaje de modo permanente, aleatorio, circunstancial o transitorio. Serían fundamentalmente deberes, 
porque no atisbo derechos que puedan derivar de desempeñarse en este sector, más allá de que luego 
se pueda contemplar presupuestalmente algún régimen especial. Parecería que lo más importante son 
los deberes, y el más importante de todos es la reserva, porque si alguien vuelve hacia atrás y dice que 
de acuerdo con su estatuto está alcanzado por la libertad de expresión de pensamiento, a mal puerto 
vamos por agua. Me gustaría que le planteen esta cuestión al doctor Cajarville cuando visite esta 
Comisión. Él publicó un trabajo sobre el derecho a la libertad de expresión del pensamiento de los 
funcionarios públicos en el que analiza, con el rigor que siempre aplica, distintas situaciones 
desagregada, pero creo que no contempló esta. Tenemos que planteársela para que piense en ella. 
Haber trabajado en el punto le permitirá realizar un mejor aporte que el mío. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Cajarville ha sido invitado por la Comisión, pero hoy le era imposible 
asistir. 


SEÑOR DELPIAZZO.- La semana pasada nos encontramos en una Comisión del Senado y me 
comentó que había sido invitado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos nuevamente al profesor Delpiazzo por su permanente 
cooperación y colaboración con el Parlamento y por los aportes realizados en la tarde de hoy en esta 
Comisión. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Es un gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 35.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


